
INFORME SOBRE LA LEY 8/2013, DE 26 DE JUNIO, DE REHABILITACIÓN, REGENERACIÓN Y RENOVACIÓN URBANAS (B.O.E. 27-6-2013): CONTENIDOS CON REPERCUSIÓN EN LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD Y SUS FAMILIAS
La Ley contiene aspectos positivos y avances para las personas con discapacidad, planteados por el CERMI a lo largo de su tramitación, pues coloca la accesibilidad universal como uno de los ejes de los procesos de rehabilitación de edificios y de regeneración y renovación del tejido urbano. No obstante, aunque introduce mejoras en el régimen hasta ahora vigente, no resuelve la demanda de socialización completa del coste de realización de obras y actuaciones de accesibilidad en inmuebles sometidos a la Ley de Propiedad Horizontal, tal como viene reclamando el CERMI. Esta demanda sigue viva y será exigida de nuevo al Gobierno y a las fuerzas políticas.
Como se reconoce en el Preámbulo de la Ley, las obligaciones al respecto derivan de la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que exige la realización de los ajustes razonables en materia de accesibilidad universal (con sus obras correspondientes), estableciendo incluso un plazo, que finaliza en el año 2015, momento a partir del cual pueden ser legalmente exigidos, tanto para los edificios, como para los espacios públicos urbanizados existentes y, por tanto, también controlados por la Administración Pública competente.
Por otra parte, introduce modificaciones positivas en la Ley de Propiedad Horizontal, en concreto en su artículo 10 para favorecer aún más la accesibilidad en las comunidades de propietarios, en líneas generales, con independencia de que se desarrolla más abajo:
· Establece la obligación de realizar las obras de accesibilidad con independencia de que exista o no acuerdo de la Junta de Propietarios.

· No requiere que la iniciativa de su petición la hagan necesariamente los propietarios en cuya vivienda residan personas con discapacidad o mayores de 70 años. 
· Aunque se mantiene el límite de 12 mensualidades, se descuenta del mismo las subvenciones o ayudas públicas que pudieran percibirse, y en todo caso declara obligatorio para la comunidad de propietarios aportar siempre hasta esas 12 mensualidades, aunque la obra o actuación supere ese límite.

· Se elimina la exclusión de esta obligación cuando algún propietario tenga ingresos inferiores a 2,5 veces el IPREM.

Aspectos concretos que afectan a las personas con discapacidad y sus familias
Repasamos las medidas y reglas concretas que recoge:

Artículo 2. Definición de ajustes razonables.

Las medidas de adecuación de un edificio para facilitar la accesibilidad universal de forma eficaz, segura y práctica, y sin que supongan una carga desproporcionada. Para determinar si una carga es o no proporcionada se tendrán en cuenta los costes de la medida, los efectos discriminatorios que su no adopción podría representar, la estructura y características de la persona u entidad que haya de ponerla en práctica y la posibilidad que tengan aquéllas de obtener financiación oficial o cualquier otra ayuda. Se entenderá que la carga es desproporcionada, en los edificios constituidos en régimen de propiedad horizontal, cuando el coste de las obras repercutido anualmente, y descontando las ayudas públicas a las que se pueda tener derecho, exceda de doce mensualidades ordinarias de gastos comunes. 

Artículo 4 y DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA. El Informe de Evaluación de los Edificios y de sus condiciones de accesibilidad.
Los propietarios de inmuebles podrán ser requeridos por la Administración competente para que acrediten la situación en la que se encuentran aquéllos, al menos en relación con el estado de conservación del edificio y con el cumplimiento de la normativa vigente sobre accesibilidad universal, así como sobre el grado de eficiencia energética de los mismos.

El Informe de Evaluación contendrá, de manera detallada las condiciones básicas de accesibilidad universal y no discriminación de las personas con discapacidad para el acceso y utilización del edificio, de acuerdo con la normativa vigente, estableciendo si el edificio es susceptible o no de realizar ajustes razonables para satisfacerlas.

Este informe en principio debe realizarse respecto los edificios de antigüedad superior a 50 años, pero también los que pretendan acogerse a ayudas públicas estatales con el objetivo de acometer obras de conservación, accesibilidad o eficiencia energética, con anterioridad a la formalización de la petición de la correspondiente ayuda y el resto de los edificios, cuando así lo determine la normativa autonómica o municipal.

Artículo 6. Colaboración de las asociaciones.
Para elaborar el Informe de la Evaluación de los Edificios por el técnico facultativo competente, este podrá recabar, en relación con los aspectos relativos a la accesibilidad universal, el criterio experto de las entidades y asociaciones de personas con discapacidad que cuenten con una acreditada trayectoria en el ámbito territorial de que se trate y tengan entre sus fines sociales la promoción de dicha accesibilidad.

Artículo 9. La prioridad de las medidas de las Administraciones Públicas en relación a las obras en materia de accesibilidad universal.
Las Administraciones Públicas adoptarán medidas que aseguren la realización de las obras de conservación, y la ejecución de actuaciones de rehabilitación edificatoria, de regeneración y renovación urbanas que sean precisas, siendo prioritarias las que procedan para garantizar la accesibilidad universal.

Artículos 10 y 12. Posibilidad de ocupar superficies de espacios libres o de dominio público para obras de accesibilidad.
Será posible ocupar las superficies de espacios libres o de dominio público que resulten indispensables para la instalación de ascensores u otros elementos, así como las superficies comunes de uso privativo, tales como vestíbulos, descansillos, sobrecubiertas, voladizos y soportales, tanto si se ubican en el suelo, como en el subsuelo o en el vuelo, cuando no resulte viable, técnica o económicamente, ninguna otra solución para garantizar la accesibilidad universal y siempre que se asegure la funcionalidad de los espacios libres, dotaciones públicas y demás elementos del dominio público. A tales efectos, los instrumentos de ordenación urbanística garantizarán la aplicación de dicha regla, bien permitiendo que aquéllas superficies no computen a efectos del volumen edificable, ni de distancias mínimas a linderos, otras edificaciones o a la vía pública o alineaciones, bien aplicando cualquier otra técnica que, de conformidad con la legislación aplicable, consiga la misma finalidad.

Asimismo, será legítima la ocupación de las superficies de espacios libres o de dominio público de titularidad municipal que sean indispensables para la instalación de ascensores u otros elementos para garantizar la accesibilidad universal. 
Artículo 13. Las formas de ejecución.
Las Administraciones Públicas podrán utilizar, para el desarrollo de la actividad de ejecución de las actuaciones de rehabilitación edificatoria y las de regeneración y renovación urbanas, todas las modalidades de gestión directa e indirecta. La Administración resolverá si ejecuta las obras directamente o si procede a su adjudicación por medio de la convocatoria de un concurso público. En tal caso, uno de los criterios que deberá tener en cuenta es la garantía de la accesibilidad universal.

Artículo 14. Los derechos de realojamiento y de retorno.

Para hacer efectivo el derecho de realojamiento será preciso ofrecer una vivienda por cada una de las viviendas afectadas por la actuación, bien en el mismo ámbito de actuación, o, si no es posible, lo más próximo al mismo. Cuando no sea materialmente posible ofrecer dicha vivienda, los titulares del derecho de realojamiento tendrán derecho a su equivalente económico.
La vivienda de sustitución tendrá una superficie adecuada a las necesidades del titular del derecho de realojamiento y, en el caso de que este fuera una persona con discapacidad, será una vivienda accesible o acorde a las necesidades derivadas de la discapacidad.
Artículo 18. Cooperación interadministrativa. 

Podrán beneficiarse de la colaboración y la cooperación económica de la Administración General del Estado, en cualquiera de las formas previstas legalmente y teniendo prioridad en las ayudas estatales vigentes, las actuaciones con cobertura en los correspondientes planes estatales que tengan por objeto, entre otros, la finalidad de garantizar la accesibilidad universal.

DISPOSICIÓN FINAL CUARTA. Modificación de la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre Propiedad Horizontal.

Por otra parte introduce modificaciones muy positivas en la Ley de Propiedad Horizontal, en concreto en su artículo 10, para favorecer aún más la accesibilidad en comunidades de propietarios, en concreto

· Establece la obligación de realizar las obras de accesibilidad con independencia de que exista o no acuerdo de la Junta de Propietarios: Las obras y actuaciones que resulten necesarias para garantizar los ajustes razonables en materia de accesibilidad universal, siempre que el importe repercutido anualmente de las mismas, una vez descontadas las subvenciones o ayudas públicas, no exceda de doce mensualidades ordinarias de gastos comunes, tendrán carácter obligatorio y no requerirán de acuerdo previo de la Junta de propietarios, impliquen o no modificación del título constitutivo o de los estatutos. También serán obligatorias las obras de accesibilidad cuando sean requeridas a instancia de los propietarios en cuya vivienda o local vivan, trabajen o presten sus servicios altruistas o voluntarios, personas con discapacidad, o mayores de setenta años. Las obras pueden tener el objeto de asegurarles un uso adecuado a su discapacidad de los elementos comunes, así como la instalación de rampas, ascensores u otros dispositivos mecánicos y electrónicos que favorezcan su comunicación con el exterior.


No eliminará el carácter obligatorio de estas obras el hecho de que el resto de su coste, más allá de las 12 mensualidades, sea asumido por quienes las hayan requerido.
· Aunque se mantiene el límite de 12 mensualidades, se descuenta del mismo las subvenciones o ayudas públicas.

· Se elimina la exclusión de esta obligación cuando algún propietario tuviera ingresos inferiores a 2,5 veces el IPREM.

· Se explicita con claridad que las obras de accesibilidad que resulten obligatorias serán costeadas por los propietarios de la correspondiente comunidad o agrupación de comunidades, limitándose el acuerdo de la Junta a la distribución de la derrama pertinente y a la determinación de los términos de su abono.

· Los propietarios que se opongan o demoren injustificadamente la ejecución de las órdenes dictadas por la autoridad competente responderán individualmente de las sanciones que puedan imponerse en vía administrativa.
DISPOSICIÓN FINAL DUODÉCIMA. Modificación del Texto Refundido de la Ley de Suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio.

- Se modifica el artículo 2.3 del Texto Refundido de la Ley de Suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio con el fin de obligar a los poderes públicos a propiciar la consecución de un medio urbano que garantice, entre otras cosas, la accesibilidad universal, de acuerdo con los requerimientos legales mínimos, de los edificios de uso privado y público, de los espacios de uso público y de los transportes públicos.

- El artículo 9 de la Ley de Suelo, que regula el contenido del derecho de propiedad del suelo estipula que el derecho de propiedad de los terrenos, las instalaciones, construcciones y edificaciones, comprende con carácter general, cualquiera que sea la situación en que se encuentren, el deber de conservarlos en las condiciones de accesibilidad universal.
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